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			A Regina, Pilar y Natalia, por haberme hecho quien soy.  




			Mamá, Pili, me habría encantado que estuvierais a mi lado para ver este libro.  




			Prometo contároslo todo cuando coincidamos en otra vida 




			



			


	 




 	

	 

  



			Nuestros cuerpos deben estar siempre en lucha y, en el momento en que olvidamos esto, en el momento en que nos volvemos perezosos, en el momento en que nos quedamos de brazos cruzados, otorgamos a los malos una oportunidad para cumplir sus objetivos. 
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			Las «terapias de conversión» como fenómeno global 




			 




			Desde 2016, la práctica generalizada e impune de las mal llamadas «terapias de conversión» se ha convertido en uno de los principales temas de preocupación y denuncia dentro del activismo LGTBIQ+ español, así como en una de las reivindicaciones de nuestra comunidad en la lucha por la garantía de nuestros derechos humanos. 




			Sin embargo, a nivel político y legal, todavía estamos muy lejos de que exista un consenso sobre qué son, en qué consisten y cómo deberían atajarse las «terapias de conversión» desde un prisma normativo y sociopolítico. 




			Esta problemática ha absorbido gran parte del trabajo que he realizado en los últimos tres años, y que determinó la fundación de la Asociación Española contra las Terapias de Conversión a principios de 2021, con la intención de crear una plataforma que tratara estas prácticas de forma conjunta, más allá del amarillismo de la denuncia en medios. No solo eso, sino que me preocupaba especialmente la vulnerabilidad en la que se hallaban las víctimas y la necesidad de configurar un marco asociativo que les permitiera conocer sus derechos, interrelacionar la información que poseían y sus experiencias, así como servirles de parapeto tras el cual iniciar procedimientos legales sin que las víctimas tuvieran que sobrellevar toda la carga del proceso y mitigando la revictimización consecuente. 




			Ahora, con este libro, pretendo compilar y dar forma a todo lo que sabemos sobre las «terapias de conversión». Mi objetivo es poder ofrecer al público general una lente que le permita conocer qué está pasando en su país, que le abra los ojos a una violencia sistemática y estructurada que se mantiene oculta a la sociedad civil. Y, sobre todo, espero remover conciencias, generar enfado y preocupación, y conseguir una llamada a la acción colectiva para desenmascarar a los perpetradores, enjuiciarlos y establecer un marco jurídico que garantice que estos abusos no se sigan cometiendo. 




			Antes de adentrarnos en este mundo, es imprescindible hacer una reflexión terminológica. Actualmente, la expresión «terapias de conversión» está desfasada tanto a nivel científico como en el ámbito del activismo LGTBIQ+. Se entiende que los conceptos «terapia» y «conversión» designan de forma inadecuada el tipo de violencia que provocan estas prácticas dirigidas a modificar o anular la diversidad sexual y de género. 




			Por un lado, la palabra «terapia» se usa normalmente para referirse a los tratamientos médicos que buscan proporcionar una solución a una enfermedad. Distintas asociaciones, instituciones e incluso gobiernos han optado por evitar este concepto porque consideran que, implícitamente, las patologiza. Señalan que asocia la diversidad sexual y de género con una característica que se puede tratar o puede ser objeto de un proceso terapéutico. 




			Además, el concepto «terapia» también parece revestir de legitimidad científica o médica unas conductas cuya efectividad, como veremos en las siguientes páginas, está absolutamente rechazada por los consensos científicos, técnicos y profesionales. 




			Por otro lado, el uso del término «conversión» tampoco es correcto. En él subyace la idea de que estos abusos implican necesariamente la modificación o alteración de la orientación sexual, identidad o expresión de género, excluyendo otras prácticas que buscan la anulación de la sexualidad o de la identidad de género, e imponen la abstinencia forzada o expresiones de género normativas. Asimismo, la propia idea de conversión minimiza, diluye e invisibiliza el grave impacto que estas prácticas tienen en la salud física y mental de las víctimas, además de en su bienestar social y económico. 




			Hablar de estos abusos de derechos humanos como «terapias de conversión», por muy extendido que esté el término, es incorrecto y esquivo. Asume el marco conceptual de los victimarios y aparta el foco de la violencia que sufren las víctimas y de la esencia LGTBIfoba de la misma. 




			En la literatura y en los medios de comunicación, se han empleado muchos términos para intentar capturar todos los escenarios y contextos en que se producen las «terapias de conversión». Así, podemos encontrar las siguientes expresiones que designan este tipo de agresiones contra las personas LGTBIQ+: «terapias reparativas», «terapias de contracondicionamiento», «terapia exgay», «cura gay», o «terapias críticas con el género». 




			Todos estos términos también reciben críticas, ya que continúan refiriéndose a las mismas con una terminología medicalizante y científica; circunscriben el término exclusivamente a aquellas prácticas dirigidas contra homosexuales (como la «cura gay» o «terapia exgay») o personas trans (las «terapias críticas con el género»); o implican la idea de «reparación» o «corrección» de conductas o prácticas que en sí mismas no son negativas. 




			En el presente libro usaré alternativamente las siguientes dos expresiones: «terapias de conversión» y ECOSIEG. Veréis que escribo siempre el concepto «terapias de conversión» entre comillas. He optado por esta expresión porque, mal que nos pese, es la que está más arraigada en el imaginario colectivo y la que usa la gente corriente para referirse a este fenómeno de violencia. Creo que es importante no abusar de terminología técnica y excluyente, que aleje esta realidad de las expresiones coloquiales usadas por las comunidades que han sufrido y sobrevivido a estas prácticas. 




			Sin embargo, para denotar lo equívoco que es referirse a las mismas como terapias o tratamientos con revestimiento médico, significaré esta expresión con un entrecomillado. 




			Por otro lado, también usaré indistintamente las siglas ECOSIEG, que se refieren a los Esfuerzos de Cambio de Orientación Sexual e Identidad y Expresión de Género.[1] Este término es el que más se ha popularizado en los últimos dos años, gracias al impulso que le ha dado el movimiento asociativo LGTBIQ+ internacional. También es la propuesta conceptual que más me gusta, porque se enfoca en las características perseguidas y anuladas por esta violencia: la orientación sexual, la identidad de género y la expresión de género. 




			Tal vez lo que todavía no me convence es que estas prácticas pasen a agruparse bajo la expresión «Esfuerzos de Cambio», ya que, aunque este término es más aséptico y menos medicalizante, sigue sin capturar ni hacer referencia a las «terapias de conversión» que proponen la abstinencia total y que «aceptan a las personas», pero critican las conductas o las prácticas en sí mismas. Es decir, a las «terapias de conversión» que entienden la orientación sexual no heterosexual como un comportamiento que se puede controlar a voluntad y desvincular de la identidad individual. En este sentido, creo que la idea de «cambio» no refleja este tipo de violencia, ya que muchos perpetradores defienden que sus «víctimas» no tienen que volverse heterosexuales, sino solo reprimir su sexualidad. 




			Finalmente, para facilitar la comprensión y comenzar este viaje desde un punto de partida conceptualmente común, conviene definir los términos con los que quizá muchos lectores pueden no estar familiarizados, al no pertenecer a la comunidad LGTBIQ+. 




			En este libro, me baso en la definición de identidad de género propuesta por la Comisión Internacional de Juristas en los Principios de Yogyakarta de 2007. Según esta, es «la vivencia interna e individual del género tal como cada persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el [género socialmente atribuido al] sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo (que podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios médicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida) y otras expresiones de género, incluyendo la vestimenta, el modo de hablar y los manierismos». 




			A esa definición he optado por añadirle una mención explícita al «género socialmente atribuido al sexo asignado», ya que me parece más correcta. Socialmente, la identidad de género de las personas se presume no sobre el sexo asignado al nacer, sino sobre el género impuesto y socialmente reforzado sobre la base del sexo asignado. Esta propuesta la recojo de las tesis de Cooper (2019), quien diferencia entre el género como «sistema de dominación» y el género como «diversidad de identidades».[2] 




			El concepto de identidad de género que uso encaja en la segunda definición que propone Cooper. Esta afirma que el género como «diversidad» es una parte esencial de la identidad y un aspecto fundamental de la personalidad, una característica que las personas tienen derecho a tener y a expresar sin ser sujeta a la aprobación de nadie. En resumen, esta definición se proyecta en «el derecho a que la identidad de género individual sea públicamente inteligible, reconocida, tratada como algo importante y apoyada».[3] 




			A pesar del falso dilema creado por los grupos transexcluyentes autodenominados «feministas», esta aceptación no se contrapone a la comprensión de género como sistema de dominación y de poder. Cooper se refiere al mismo en su primera acepción de «género», describiéndolo como un paradigma en el que la explotación es considerada parte de las relaciones cotidianas entre hombres y mujeres. Este sistema de poder se caracteriza por la dominación como elemento central de las relaciones sociales y determina que existan roles, estereotipos, presunciones, violencias e imposiciones socioculturales que subyugan a la mujer por debajo del hombre; y, por analogía, a las personas trans, o no conformes con el género, bajo las personas cisgénero. 




			En un sentido similar al que he adoptado en este libro (y que es importante destacar por su claridad), conviene recordar la definición ofrecida por la Asociación Americana de Psicología (APA, en inglés): 




			 




			La identidad de género es un componente del género que describe el sentido psicológico de una persona sobre su género. Muchas personas definen la identidad de género como una sensación profunda y un sentido inherente de ser [en función de la edad] niño u hombre [en inglés también añade male, que se traduciría como varón]; niña o mujer [en inglés también añade female, que se traduciría como hembra, pero que en español no se usa en el mismo sentido]; o género no binario (por ejemplo, género queer [genderqueer, en inglés], no conforme con el género [gender-nonconforming, en inglés], género neutro [gender-neutral, en inglés], agénero [agender, en inglés] o género fluido [gender-fluid, en inglés]) que puede corresponder o no con el sexo asignado al nacer, el género presumido basado en el sexo asignado al nacer o en las características sexuales primarias o secundarias de la persona. La identidad de género se aplica a todas las personas y no es una característica exclusiva de las personas transgénero o no conformes con el género. La identidad de género es distinta de la orientación sexual; por lo tanto, no deben confundirse ambas. 




			 




			Conviene destacar el concepto de «identidad sexual», que muchas veces se emplea de forma indistinta a la «identidad de género»[4] —como puede verse en muchas normas actuales—, pero que progresivamente se ha quedado desfasada y ha dejado de usarse con este sentido tanto en el ámbito jurídico internacional como en el movimiento asociativo LGTBIQ+. 




			Además, desde mediados del siglo XX, la academia engloba en este concepto la identidad de género, los roles de género y la orientación sexual, clasificándolos como el componente psicológico de la identidad en el ámbito sexual y contraponiéndolos al «sexo biológico». La «identidad sexual» ha evolucionado progresivamente hacia la identidad en relación con la orientación sexual, es decir, la construcción y autopercepción de cada uno en relación con las categorías (heterosexual, homosexual, bisexual...) en las que socialmente se clasifica la sexualidad, así como otros elementos relacionados con la orientación, las preferencias y las prácticas sexuales.[5] 




			En cuanto a la expresión de género, también uso la definición proporcionada por la Comisión Internacional de Juristas en su actualización de 2017 de los Principios de Yogyakarta. Este instrumento de derecho internacional establece que la expresión de género debe entenderse como la «presentación individual del género de cada uno a través de la apariencia física —lo que incluye la vestimenta, accesorios y estética individual—, los gestos, la forma de hablar, los patrones de comportamiento, el nombre y otras formas de referencia personal».[6] 




			La expresión de género no tiene por qué corresponderse con la identidad de género de una persona ni con los roles, estereotipos o presentaciones del género tradicionales impuestos en una sociedad determinada. 




			Por último, los Principios de Yogyakarta definen la orientación sexual como «la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y sexual por personas de un género diferente al suyo, o de su mismo género, o de más de un género, así como a la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con estas personas».[7] 




			Aunque esta formulación me parece bastante buena, creo que es importante destacar la forma en que la Asociación Americana de Psicología conceptualiza la orientación sexual, ya que puede ser esclarecedora en algunos puntos y reflejar mejor el abanico de elementos que generalmente se agrupan bajo este término. Así, esta organización considera que: 




			 




			La orientación sexual es una parte de la identidad individual que incluye «la atracción sexual y emocional de una persona hacia otra y el comportamiento y/o la afiliación social que puede resultar de esta atracción». El término «orientación sexual» es preferible al de «preferencia sexual», «identidad sexual» o «identidad de orientación sexual» [aquí me otorgo la licencia de añadir que también es preferible al de «condición sexual», eminentemente patologizante]. 




			En primer lugar, la orientación sexual puede conceptualizarse según el grado en que una persona siente atracción sexual y emocional; algunos términos son «sexual», «demisexual» («gris-asexual» o «gris-A») y «asexual». Una persona que se identifica como sexual siente atracción sexual y emocional hacia algunos o todos los tipos de personas, una persona que se identifica como demisexual se siente atraída sexualmente solo en el contexto de una fuerte conexión emocional con otra persona, y una persona que se identifica como asexual no experimenta atracción sexual o tiene poco interés en el comportamiento sexual. 




			En segundo lugar, la orientación sexual puede ser conceptualizada como si esta tuviera una dirección. Para las personas que se identifican como sexuales o demisexuales, su atracción puede dirigirse hacia personas del mismo género, de distinto género, y otras combinaciones posibles. Es decir, la orientación sexual se puede manifestar como una direccionalidad de la atracción mediada por el género, incluso llegando a ser una direccionalidad muy amplia. Por lo tanto, una persona puede sentirse atraída por hombres, mujeres, ambos, ninguno, la masculinidad, la feminidad, y/o por personas que tienen otras identidades de género (como genderqueer o andrógino), o una persona puede tener una atracción que no se base en la identidad de género percibida o conocida por ella. 




			 




			Esta visión es muy interesante porque plantea la orientación sexual en términos no solo individuales sino también direccionales y relacionales, haciendo referencia a la atracción hacia otras personas en función o no de su género, así como remarcando que en ocasiones esta se determina por la percepción del género del otro, así como por la autopercepción de la identidad de género propia. 




			Conviene aclarar que la metodología seguida para operacionalizar la orientación sexual en estudios e investigaciones científicas es una cuestión compleja y frecuentemente criticada en la academia a la hora de evaluar la corrección de las publicaciones sobre sexualidad.[8] Esta cuestión se enfatizará en los siguientes capítulos de este libro, ya que los perpetradores de «terapias de conversión» se aprovechan de estas lagunas en muchos estudios para presentar conclusiones falsas o descontextualizadas sobre la posibilidad de modificar la orientación sexual. 




			Sin embargo, me gustaría destacar la propuesta de Klein (1993) para medir y analizar los distintos aspectos que puede abarcar la orientación sexual, ya que nos permitirá poner en perspectiva la complejidad de dicha tarea. Este psiquiatra plantea en su obra La opción bisexual una matriz para analizar la orientación sexual —rellenando las lagunas de la propuesta de Kinsey (1948 y 1953) en sus volúmenes de Sexual Behavior in the Human Male y Sexual Behavior in the Human Female— sobre la base de las siguientes siete variables: atracción sexual, comportamiento y prácticas sexuales, fantasías sexuales, preferencia emocional, preferencia social, vinculación con el entorno y autoidentificación.[9] 




			Estos parámetros se han empleado, y se siguen empleando, para operacionalizar la orientación en estudios científicos, así como para evaluar cuestiones relacionadas con este campo, como son las características de la muestra o la variación diacrónica de la orientación sexual.[10] 




			Una vez aclarado esto, y antes de adentrarnos en el complejo mundo de las «terapias de conversión» en España, es necesario contestar a una pregunta. 




			 




			
¿Qué son las «terapias de conversión» o los ECOSIEG? 




			 




			No existe una definición estandarizada de los ECOSIEG ni de las «terapias de conversión».[11] Varias organizaciones LGTBIQ+ y organismos internacionales —como Naciones Unidas a través de los informes del Experto Independiente de Naciones Unidas sobre Orientación Sexual e Identidad de Género— han aventurado definiciones más o menos esclarecedoras. A pesar de ello, los Estados emplean definiciones legales muy variadas para referirse a este fenómeno, como veremos en el capítulo 4 de este libro. 




			Desde un punto de vista teleológico, se podría decir que, a grandes rasgos, el elemento común que sirve para identificar y describir una práctica o conducta como ECOSIEG es la finalidad que persigue la misma. A saber, los ECOSIEG se caracterizan por el objetivo común de querer modificar o anular la identidad y/o expresión de género de las personas contra las que se dirigen, así como su orientación sexual, para «acomodarlas» a los cánones cisheteronormativos imperantes en nuestras sociedades. 




			En palabras del Experto Independiente de Naciones Unidas sobre Orientación Sexual e Identidad de Género (IE SOGI, en inglés): 




			 




			Todas las «terapias de conversión» parten de la creencia de que las personas sexualmente diversas o de género diverso son, de alguna manera, inferiores —ya sea desde el punto de vista moral, espiritual o físico— a sus hermanos heterosexuales y cisgénero y deben modificar su orientación o identidad para remediar esa inferioridad. [...] Sin embargo, todas las «terapias de conversión» comparten la premisa de que la orientación sexual y la identidad de género pueden ser extirpadas —expulsadas, curadas o rehabilitadas—, como si fueran algo ajeno a la persona, lo que constituye una visión sumamente inhumana de la existencia humana.[12] 




			 




			De una forma mucho más explícita, en su informe sobre los ECOSIEG alrededor del mundo, ILGA, una de las asociaciones internacionales más visibles en la lucha por los derechos LGTBIQ+, destaca lo siguiente: 




			 




			Uno de los pocos aspectos que todas las prácticas que entran en esta categoría comparten en común es el hecho de que implican esfuerzos con un objetivo a priori de lograr la expresión de género que se alinea con las normas binarias de género estereotipadas, una identidad cisgénero y/o el deseo, comportamiento o identidad heterosexual. En otras palabras, estos esfuerzos no pretenden cambiar una OSIEG (orientación sexual, identidad o expresión de género) dada por otra, como si todas las alternativas existieran en pie de igualdad. Por el contrario, estos intentos ciertamente no son neutrales sobre la OSIEG, sino que funcionan sobre una lógica que concibe cualquier cosa que se desvíe de las identidades heterosexuales o cisgénero como problemáticas e indeseables.[13] 




			 




			Por otro lado, otras organizaciones como OutRight Action International definen estas prácticas enfatizando la idea de control y de imposición, refiriéndose a las mismas como cualquier «proceso de adoctrinamiento cisgénero y heteronormativo que intenta cambiar, suprimir o desviar la orientación sexual, la identidad de género o la expresión de género».[14] 




			Desde la academia, la propuesta más interesante y esclarecedora es la de Ashley (2019), en cuya publicación propone un modelo de ley que prohíba las «prácticas de conversión» (término que propone frente a ECOSIEG o «terapias de conversión») en países anglosajones, definiéndolas como: 




			 




			Cualquier tratamiento, práctica o esfuerzo sostenido que tenga como objetivo reprimir, desalentar o cambiar la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género o cualquier comportamiento asociado con un género distinto al asignado al nacer o que tenga como objetivo alterar un rasgo intersexual sin una justificación adecuada. Las prácticas de conversión incluyen: 




			(a) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que parten del supuesto de que ciertas orientaciones sexuales, identidades de género, modalidades de género o expresiones de género son patológicas o menos deseables que otras. 




			(b) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que buscan reducir la identificación trans[15] o las relaciones íntimas o sexuales con personas del mismo género. 




			(c) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que tengan como objetivo principal la identificación de los factores que puedan haber llevado a la persona a la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género o los comportamientos asociados con un género distinto del asignado al nacer, a menos que sea en el contexto de una investigación que haya sido aprobada por una junta de revisión institucional. 




			(d) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que dirijan a los padres o tutores a establecer límites en el comportamiento no conforme con el género de sus hijos o personas dependientes a su cargo, impongan compañeros del mismo género asignado al nacer o intervengan de otro modo en el entorno natural con el objetivo de reprimir, desalentar o cambiar la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género o cualquier comportamiento asociado con un género distinto del asignado al nacer. 




			(e) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que parten del supuesto de que la transición social o médica no es deseable. 




			(f) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que retrasan o impiden la transición social o médica deseada de una persona sin una justificación clínica independiente y razonable. 




			(g) Intervenciones quirúrgicas u hormonales relacionadas con rasgos intersexuales, a menos que: 




			(i) la persona lo solicite y dé su consentimiento o asentimiento libre e informado, o 




			(ii) sea necesario y urgente para proteger la vida o  la salud física de la persona, excluyendo de la consideración factores sociales como el desarrollo psicosocial, la apariencia atípica, la capacidad para una futura actividad sexual con penetración o procreativa, o la capacidad de  orinar de pie.  




			(h) Tratamientos, prácticas y esfuerzos sostenidos que utilicen a sabiendas nombres, pronombres, términos de género y de orientación sexual distintos de los elegidos o aceptados por la persona, excepto cuando lo exija la ley. Las prácticas de conversión no incluyen:  




			(i) Los servicios que forman parte de la transición social o médica de la persona.  




			(ii) Las evaluaciones y los diagnósticos necesarios de disforia de género u otra categoría de diagnóstico análoga atendiendo a las últimas versiones del DSM o la CIE, siempre que sean solicitadas o necesarias. 




			(iii) Los tratamientos, las prácticas o los esfuerzos sostenidos que proporcionan una aceptación y un apoyo sin juicios de valor de la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género y los comportamientos asociados con un género distinto al asignado al nacer. 


 

			(iv) Tratamientos, prácticas o esfuerzos sostenidos que enseñen a las personas estrategias para ayudar a superar, soportar o disminuir experiencias vitales estresantes, tomando al mismo tiempo todas las medidas razonables para evitar reprimir, desalentar o cambiar la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género o cualquier comportamiento asociado con un género distinto del asignado al nacer. 




			(v) Tratamientos, prácticas o esfuerzos sostenidos que tienen como objetivo el desarrollo de una identidad personal integrada, facilitando la exploración y la autoevaluación de los componentes de la identidad personal, al tiempo que se toman todas las medidas razonables para evitar reprimir, desalentar o cambiar la orientación sexual, la identidad de género, la modalidad de género, la expresión de género o cualquier comportamiento asociado con un género distinto del asignado al nacer.[16] 




			 




			Esta definición es quizá la más exacta y amplia que he encontrado durante la revisión de la literatura existente sobre los ECOSIEG. Sin embargo, sería muy poco realista asumir que socialmente esta definición sea la aceptada por las víctimas, la comunidad científica, los Estados y el movimiento asociativo. 




			Además, tampoco es necesariamente positivo manejar una definición tan específica, ya que, como veremos más adelante, los ECOSIEG en la actualidad están mutando, y cada vez cuesta más identificarlos debido a los nuevos discursos que usan para promocionarse. Por tanto, una definición tan exacta, que se refiere a subtipos de prácticas o conductas, se arriesgaría a dejar fuera futuros mecanismos, técnicas y enfoques que podrían integrar los perpetradores de ECOSIEG en los próximos años. 




			Por ejemplo, en mi proceso de documentación sobre las «terapias de conversión» me he encontrado con propuestas recientes sobre la anti-love biotechnology, que propone el empleo de «intervenciones neuro-tecnológicas para bloquear o disminuir los sentimientos de amor, lujuria, atracción e incluso el apego social básico».[17] 




			También hay que tener en cuenta que el desarrollo y la futura promoción de los ECOSIEG pueden verse afectados por el boom de servicios no regulados (como la homeopatía, el acompañamiento espiritual, el coaching o el counselling), así como por el empleo de nuevas tecnologías, apps y tutoriales (como la aplicación móvil que se lanzó en 2018 por el Departamento de Desarrollo Islámico del Gobierno de Malasia con una guía para superar la homosexualidad). 




			A la luz de esta última definición, es más que pertinente plantear una nueva pregunta. 




			 




			
¿Qué ocurre con las conductas dirigidas a modificar las características sexuales para acomodarlas al binarismo sexual impuesto por los cánones médico-culturales? 




			 




			A pesar de que Ashley (2019) incluye dentro de sus «prácticas de conversión» las cirugías cosméticas a personas intersexuales y las cirugías de «normalización» genital, legal y sociopolíticamente, estas prácticas se conocen como mutilación genital intersexual (IGM, en inglés). 




			La intersexualidad hace referencia a las variaciones en las características sexuales —incluyendo genitales atípicos, órganos productores de hormonas sexuales atípicos, respuesta atípica a las hormonas sexuales, genética atípica— que no se corresponden con los estándares médicos existentes estereotípica y culturalmente atribuidos a la tradicional anatomía reproductiva o sexual binaria. Tal como señala Fausto-Sterling (2020): 




			 




			Las decisiones, ya sea tratar con productos químicos, realizar cirugías o dejar en paz los cuerpos con genitales mixtos, tienen consecuencias más allá del ámbito médico inmediato. Los cuerpos «normales» son culturalmente inteligibles como masculinos o femeninos, pero las reglas para vivir como hombre o mujer son estrictas. [La intersexualidad], por su propia existencia, pone en tela de juicio nuestro sistema de género. Los cirujanos, los psicólogos y los endocrinólogos, con sus habilidades quirúrgicas, intentan hacer buenos facsímiles de cuerpos culturalmente inteligibles. Si optamos por eliminar los nacimientos con genitales mixtos mediante tratamientos prenatales (tanto los actuales como los que puedan estar disponibles en el futuro), también estamos optando por el actual sistema de inteligibilidad cultural.[18] 




			 




			Por tanto, el sexo «biológico» no es una categoría natural y necesariamente binaria, sino el fruto de una construcción social sobre la base de los estándares clínicos y de las expectativas médicas sobre la corporalidad «normal» (en un sentido normativo) de hombres y mujeres. Tal como indica Stone (2007), el sexo es una cuestión de grado a lo largo de un espectro, sin que haya una distinción tajante entre el sexo masculino y femenino. En un sentido similar, Ásta (2018) defiende que la categoría sexo implica la asignación de un papel normativo sobre la base de un acto o ejecución: 




			 




			La asignación del sexo se rige por el objetivo de que el individuo en cuestión presente el mayor número posible de propiedades estereotípicas de un sexo, con ayuda de tratamientos médicos, si es necesario. [...] La determinación de qué propiedades físicas son importantes para la asignación del sexo y, en particular, para la asignación de las personas a uno de los dos sexos, está determinada por los valores e intereses de una sociedad. Al hacer que las propiedades biológicas sean lo que los «otorgantes del sexo» intentan respetar, podemos explicar la apariencia de que el sexo está biológicamente dado, aunque no lo esté.[19] 




			 




			Actualmente, se estima que entre un 0,05% y un 4% de la población nace con características intersex. El número más comúnmente aceptado es el de que un 1,7% del total de población posee al menos una característica sexual intersexual (de acuerdo con diversas autoras como Blackless o Fausto-Sterling), un porcentaje que, comparativamente, sería similar al número de personas pelirrojas en el mundo. En la última década, distintas organizaciones de derechos humanos, así como organismos internacionales, han puesto en su punto de mira la mutilación genital intersexual. 




			La mutilación genital intersexual se refiere a las cirugías genitales cosméticas no consentidas, médicamente innecesarias e irreversibles, así como a otros tratamientos médicos perjudiciales que no prescribirían a niños con una genitalidad normativa, practicados sin evidencia de beneficio para los menores, pero justificados por prejuicios, estereotipos, normas y creencias sociales y culturales de los profesionales de la medicina, así como a menudo promocionados directamente por los Estados. 




			Sin entrar a fondo en este tema, algunas formas típicas de la mutilación genital intersexual incluyen procesos de «feminización» o «masculinización» gonadal, cirugías genitales «correctivas», procedimientos de esterilización, la suministración de hormonas (incluso desde una etapa prenatal), exámenes genitales forzados, dilataciones vaginales, la experimentación humana, el aborto selectivo o la denegación de atención sanitaria necesaria. Estas prácticas provocan un dolor y un sufrimiento físico y mental graves, y muchas veces con efectos de por vida. 




			En Europa, en 2020, la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA, en inglés) publicaba su informe A long way to go for LGBTI equality, en el que incluía por primera vez un análisis de la situación de las personas intersexuales. En concreto, esta agencia reportaba que el 62 % de las personas intersexuales encuestadas —del total de la muestra, que eran 1.519 personas intersexuales con residencia en la Unión Europea— afirmaron que no habían consentido ni se les había requerido su consentimiento informado (a ellas o a sus progenitores) antes de ser sometidas a intervenciones quirúrgicas para modificar sus genitales. Paralelamente, un 49 % y un 47 % de las respuestas obtenidas afirmaban que tampoco habían dado su consentimiento informado a los médicos competentes antes de ser sometidas a terapias hormonales o a otros tratamientos médicos relacionados con su intersexualidad, respectivamente. 




			En España, en el año 2019, las ONG StopIGM y Brújula Intersexual reportaron ante el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas que «todas las formas de las prácticas de mutilación genital intersexual son generalizadas y siguen vigentes, sistemáticamente defendidas, prescritas y perpetradas por los hospitales infantiles universitarios y públicos financiados por el Estado, y pagadas por el Sistema Nacional de Salud español».[20] En concreto, tras una larga investigación, proporcionan múltiples ejemplos de prácticas de mutilación genital intersexual llevadas a cabo en nuestro Estado, entre las que destacan: procedimientos de esterilización como gonadectomías o histerectomías —siguiendo los criterios de actuación de la Sociedad Española de Endocrinología Pediátrica—, procedimientos quirúrgicos de feminización genital, cirugías genitales masculinizantes, mastectomías forzadas, proporción de información errónea y asesoría para padres orientada a que acepten las prácticas de mutilación genital intersexual, revisiones genitales excesivas y forzadas, o incluso eugenesia intersexual y experimentación humana. 




			Estas prácticas, desde una concepción amplia de las «terapias de conversión» o de los ECOSIEG, podrían caracterizarse como tales. Realmente, subyace la misma lógica. La mutilación genital intersexual busca modificar o corregir, a través de distintos procedimientos (en este caso, principalmente médicos), las características sexuales de las víctimas atendiendo exclusivamente a razones cosméticas, con el objetivo de normalizarlas dentro de la concepción cultural imperante del «sexo biológico» como binario. 




			En este sentido, dichas prácticas se fundamentan en la idea de imponer unos cánones hegemónicos con respecto a la corporalidad. Si, en el caso de los ECOSIEG, el objetivo era amoldar a las personas a la cisheteronorma, en este caso se impone y refuerza el binarismo sexual culturalmente normativo. 




			A pesar de lo tentador que a priori puede parecer añadir la mutilación genital intersexual a la definición de las «terapias de conversión», hay varios argumentos que lo desaconsejan. 




			En primer lugar, el propio contexto en el que se producen. Por un lado, como veremos en el siguiente capítulo, los ECOSIEG son perpetrados por actores de todo tipo —profesionales de la salud, miembros del clero, fanáticos religiosos, coaches, o incluso los padres o personas con autoridad en una comunidad—, y en contextos muy opacos e incluso informales. Sin embargo, las prácticas de mutilación genital intersexual se realizan bajo amparo de criterios médicos, protocolos y guías de recomendaciones (todos ellos erróneos, discriminatorios y estigmatizantes), en centros de salud y hospitales tanto públicos como privados, y con la aquiescencia y beneplácito de las principales sociedades médicas, así como del Estado. 




			Por otro lado, las técnicas a través de las cuales se realiza la mutilación genital intersexual son intervenciones físicas o medicación dirigida a producir modificaciones corporales, ya sean bien visibles o no, como a través de la hormonación. Al contrario, los ECOSIEG que se practican en la actualidad, a pesar de seguir existiendo tratamientos aversivos y farmacológicos, se perpetran mayoritariamente a través de intervenciones psicológicas, psicoanalíticas o de terapias conductistas, así como de distintos ejercicios con nula base científica, pero que no producen directamente lesiones visibles. Ello hace que, con el marco penal existente, las prácticas de mutilación genital intersexual puedan ser ya investigadas y enjuiciadas a través de distintos tipos delictivos como las lesiones, o incluso (como han propuesto algunos académicos) la tortura. 




			Por eso —y sin arrogarme la capacidad de hablar sobre este tema por la limitación de mis conocimientos—, creo que quizá la labor de las organizaciones centradas en la lucha por los derechos humanos de las personas intersexuales puede ir encaminada al monitoreo del cumplimiento por parte de los Estados de la obligación de no permitir dichas prácticas, a la persecución en vía penal de los perpetradores, a la asistencia a las víctimas de esta violencia y al trabajo directo con profesionales de la salud y asociaciones para modificar los criterios, las guías y, en definitiva, erradicar esta praxis institucional y generalizada. 




			También hay que tener en cuenta que muchas asociaciones centradas en la lucha por los derechos de las personas intersexuales han mantenido una posición crítica con la inclusión de la intersexualidad dentro del totum revolutum con el que los medios de comunicación, los representantes políticos y otros actores tratan al colectivo LGTBIQ+. En concreto, varias organizaciones han señalado que no cabe la «instrumentalización o la tergiversación de las cuestiones intersexuales», que la mutilación genital intersexual «representa un problema distinto y único» y que no cabe «confundir la intersexualidad y la mutilación genital intersexual con cuestiones relacionadas con la orientación sexual o identidad de género para desviarse de las críticas a las graves violaciones de derechos humanos como resultado de estas».[21] 




			En mi opinión, las reivindicaciones y la lucha por los derechos humanos de las personas intersexuales tienen que producirse de forma independiente pero conjunta con los esfuerzos del resto del colectivo LGTBIQ+. Estoy convencido de que la mejor vía es remar juntos, integrar nuestros esfuerzos y no dejar atrás a ninguna comunidad vulnerable y marginalizada. Dicho esto, las personas intersexuales han estado muy invisibilizadas y, a pesar de la gravedad de su situación, sus reclamaciones y denuncias no han encontrado una plataforma que les represente, o no han sido tomadas en serio por nuestros representantes políticos. 




			Por ello, es mucho más positivo aunar esfuerzos en una lucha conjunta por la prohibición, investigación y erradicación tanto de los ECOSIEG como de la mutilación genital intersexual, pero sin confundir ambos tipos de violencia, para evitar que la obligación estatal de garantizar los derechos humanos de las personas LGTBIQ+ no se diluya bajo un abanico tan amplio. 




			 




			
¿Cómo clasificar las «terapias de conversión»? 




			 




			En la práctica, los ECOSIEG no son homogéneos ni uniformes, así que conviene explicar las formas en que estos se materializan y se han materializado para poder comprender y contextualizar la diversidad normativa de los Estados a la hora de atajar esta violencia, que veremos en el capítulo 4 de este libro. 




			Para abordar de forma sistemática los ECOSIEG, diferenciaré estas prácticas de acuerdo con dos criterios distintos. Por un lado, a partir de la clasificación propuesta por el informe del IE SOGI, uso como criterio clasificatorio el enfoque seguido por los perpetradores para justificar la posibilidad y la necesidad de modificar las orientaciones sexuales y las identidades o expresiones de género no cisheterosexuales. 




			Sin embargo, este parámetro es problemático, ya que parece asociar a estos distintos enfoques ciertas conductas materiales y técnicas, lo cual no sucede necesariamente en la práctica. Por tanto, en segundo lugar, me referiré a los ECOSIEG desde un enfoque de derechos humanos, centrándome en las violaciones que se producen de los mismos, independientemente de las razones que esgriman los perpetradores para intentar corregir la orientación sexual y la identidad o expresión de género no cisheterosexual. 




			Sobre la base de este primer criterio, el informe del IE SOGI diferencia entre ECOSIEG médicos, psicoterapéuticos o basados en la fe, partiendo de los argumentos usados por los perpetradores para justificar sus prácticas. 




			En primer lugar, los ECOSIEG médicos están arraigados en la creencia de que las identidades LGTBIQ+ derivan de algún tipo de disfunción biológica congénita que puede ser tratada médicamente. Este enfoque está íntimamente ligado a la patologización y medicalización de las orientaciones sexuales no heterosexuales y las identidades no cisgénero, a pesar de los (lentos) avances que se han producido en este campo en los últimos cincuenta años. 




			En 1973, la Asociación Americana de Psiquiatría eliminó la homosexualidad del Manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales (DSM-III, en inglés); en 1990, la Organización Mundial de la Salud dejó de considerar la homosexualidad como un trastorno mental en su clasificación de enfermedades (ICD-10, en inglés); y en 2018, dio un paso más al retirar de la misma (en el ICD-11, en inglés) la «orientación sexual egodistónica» y despsicopatologizando[22] las identidades trans al agruparlas bajo el término «incongruencia de género», en el epígrafe de «condiciones relacionadas con la salud sexual».[23] 




			La eliminación de la «orientación sexual egodistónica», que hacía referencia al «trastorno» por el que uno deseaba cambiar o modificar su orientación sexual al no corresponderse con el ideal de uno mismo y generar autorechazo, implica el pleno reconocimiento de que no cabe justificación médica alguna sobre la que asentar los ECOSIEG. 




			Aun así, no todos los países del mundo secundaron este proceso de despatologización de forma unánime y lo integraron ipso facto en su regulación, descriminalizando las relaciones sexuales entre adultos consintientes del mismo género, o despatologizando la diversidad sexual y de género. 




			En España, las relaciones sexuales consentidas entre personas del mismo género estaban criminalizadas en la Ley de Vagos y Maleantes desde el 15 de julio de 1954, cuando se modificó esta norma para incluir una mención expresa a «los homosexuales». Posteriormente, en 1970, la aprobación de la Ley sobre Peligrosidad y Rehabilitación Social derogó la anterior norma y «las personas que realizaran actos de homosexualidad» pasaron a ser consideradas personas en «estado peligroso».[24] 




			Se estima que entre cuatro mil y cinco mil homosexuales fueron detenidos e internados en campos de trabajo, instituciones psiquiátricas, centros de orientación e instituciones de templanza durante todo el franquismo, y en ellos fueron sometidos a «terapias de conversión» —internamientos forzados, tratamientos hormonales, electroshock y psicoterapia basada en técnicas de condicionamiento para modificar la conducta—, así como a experimentos para curar a los homosexuales, que eran vistos como enfermos psicopáticos o desviados sexuales según las teorías del psiquiatra Vallejo-Nágera. 




			Los presos homosexuales no se beneficiaron del indulto general concedido el 25 de noviembre de 1975 por la proclamación de Juan Carlos I como rey, ni de las amnistías decretadas el 30 de julio de 1976 y en 1977, a través de la Ley de Amnistía. La descriminalización de la homosexualidad en España se produjo, legalmente, el 31 de enero de 1979, cuando entró en vigor la Ley 77/1978, del 26 de diciembre, que derogaba los preceptos de la Ley sobre Peligrosidad y Rehabilitación Social relativos a los «actos homosexuales». Sin embargo, no fue hasta el año 2009 cuando la Comisión de Indemnizaciones a ExPresos Sociales compensó con cuatro mil euros a Antoni Ruiz, quien estuvo más de tres meses encarcelado en los centros penitenciarios de Valencia y Badajoz por ser homosexual. 




			A pesar de los avances en el plano científico, hubo que esperar hasta el año 2003 para que el Tribunal Supremo de Estados Unidos declarara inconstitucionales las normas federales que criminalizaban la «sodomía», en su histórica sentencia Lawrence v. Texas. Curiosamente, la sentencia con la que culminó este procedimiento no hizo en ningún momento referencia a los estándares de la comunidad científica sobre la despatologización de la homosexualidad y la progresiva normalización de la diversidad sexual. Por el contrario, la argumentación se centró en el progreso normativo de descriminalización de las relaciones sexuales consensuales entre adultos del mismo género seguido por los estados federados y otras jurisdicciones, como el sistema europeo de derechos humanos.[25] 




			En otros países, como China, la homosexualidad no se eliminó del listado de enfermedades de la Asociación Psiquiátrica China hasta el año 2001. Pero este reconocimiento no ha impedido que tribunales nacionales hayan seguido considerando la homosexualidad como una enfermedad. Casi dos décadas después, en febrero de 2021, el Tribunal Intermedio del Distrito de Suyu, en la ciudad china de Suqian, confirmó la decisión del tribunal de primera instancia de que la edición del libro universitario Mental Health Education for College Students, que describía la homosexualidad como un «desorden psicosexual común», no era un error, sino una descripción legítima fruto de unas percepciones sociales distintas, pero válidas. 




			Otros estados no han expulsado la homosexualidad de sus listados de enfermedades hasta la presente década. En el caso del Líbano, se hizo en 2013. India, a su vez, se basó en los avances médicos y científicos que entienden la homosexualidad como una variación normal de la sexualidad humana, para derogar la sección 377 de su código penal —que contenía penas por «sodomía» y «actos contra el orden de la naturaleza»— en su sentencia del 6 de septiembre de 2018, caso Navtej Singh Johar v. Union of India. En esta, se afirmaba lo siguiente: 




			 




			El concepto de enfermedad mental en nuestra normativa tiene que seguir los criterios internacionales y los consensos médicos aceptados. [...] 




			Las enfermedades mentales no se pueden establecer sobre la base de la disconformidad que presente una persona con respecto a los valores morales, sociales, culturales, laborales, políticos o con las creencias religiosas imperantes en su comunidad. [E]l estigma que pesaba sobre las parejas del mismo sexo, como personas consideradas enfermas mentales, ha desaparecido definitivamente. [...] 




			La autoridad médica y científica ha establecido que los actos sexuales consentidos consensuados entre personas del mismo sexo no van en contra de la naturaleza y que la homosexualidad es natural y una variante normal de la sexualidad. 




			La Clasificación Internacional de Enfermedades (CIE10) de la Organización Mundial de la Salud establece el estándar médico internacionalmente aceptado y no considera el sexo pene-vagina entre adultos que dan su consentimiento ni un trastorno mental ni una enfermedad.[26] 




			 




			A pesar de la progresiva aceptación y normalización de la diversidad sexual —que todavía falta por extenderse en la identidad de género—, se han identificado las siguientes intervenciones y prácticas en la medicina, como técnicas para aplicar «terapias de conversión» médicas. 




			En el pasado, estas incluían la práctica de medidas conocidas como «socio-médicas», que defendían el valor de tratamientos quirúrgicos para prevenir cualquier crimen sexual, entre los que se incluía la homosexualidad, así como para prevenir el contagio de la homosexualidad entre la población. Entre estas prácticas, hay estudios publicados que recomendaban los siguientes tratamientos para la «desviación sexual» y la «homosexualidad»: lobotomías, castración física total o parcial —consistente en ablaciones de clítoris, extirpación de testículos u ovarios—, así como la castración química, además de otras intervenciones quirúrgicas como trasplantes de órganos, disección de la médula o del nervio pudendo. Incluso algunos estudios reportan que también se usaba la técnica conocida como «organoterapia», que consistía en el trasplante de distintos extractos de tejidos y órganos animales o humanos para corregir la «homosexualidad». 




			Además, también hay registros de farmacoterapias; es decir, suministro de fármacos, insulina, hormonas, o incluso exposición a radiación. Hay que señalar que, a diferencia de lo sucedido con la mutilación genital intersexual, conforme ha avanzado el reconocimiento de la diversidad en la medicina, así como una perspectiva más humanista en este campo, muchos de estos tratamientos han sido absolutamente condenados y desechados, y solo han sido realizados de forma marginal (especialmente los farmacoterapéuticos) por profesionales de la salud como complemento a los itinerarios promovidos por grupos de fe o psicoterapeutas. 




			Este enfoque también incluye o suele estar asociado a la prescripción y uso de medicación —como antipsicóticos, estimulantes sexuales, antidepresivos, ansiolíticos y otros medicamentos psicoactivos—, y a la práctica de electroshock y otras terapias de shock con metrazol o insulina. 




			Los ECOSIEG médicos no se limitan a intervenciones físicas o tratamientos farmacológicos, sino que forman parte del propio proceso de diagnóstico de la diversidad sexual o de género, para lo que se practican exámenes médicos forzosos, principalmente anales o genitales. No solo eso. En otros casos, los tratamientos se complementan con dietas específicas, la práctica de deporte o técnicas de acupuntura y reflexología. 




			Además, en países como la India o Sri Lanka, se solapan con métodos ayurvédicos, homeopáticos y otros tipos de medicina tradicional. 




			El segundo tipo de «terapias de conversión», los ECOSIEG psicoterapéuticos, se basan en la premisa de que la diversidad sexual y de género son desviaciones producidas por experiencias traumáticas, estructuras familiares inestables o una educación anormal. Estos se hallan enraizados en una lectura psicoanalítica de los orígenes de la diversidad sexual y de género, una de las tesis que veremos en los capítulos 2 y 3, y que muchos perpetradores de «terapias de conversión» siguen defendiendo. 




			En concreto, por citar a algunos de los teóricos en que se basan los promotores de este enfoque, tenemos a Joseph Nicolosi (fundador de NARTH),[27] Richard Cohen (fundador de PATH y terapeuta expulsado permanentemente de la American Counselling Association en 2002),[28] Gerard van Aardweg, el español Aquilino Polaino, Whitehead, Bell o Van Wyk. 




			Estos «profesionales» y académicos parten de teorías psicoanalíticas de mediados del siglo XX que proponían que la «homosexualidad» derivaba de traumas y problemas sufridos durante la infancia, almacenados en el subconsciente y no resueltos apropiadamente. Tal como resumía ya Haldeman (1991), la «tradición psicoanalítica postula que la orientación homosexual surge por una interrupción del desarrollo psicosexual normal, a menudo en el contexto de una constelación familiar disfuncional particular, [que] se caracterizaba por una madre muy unida y un padre ausente o distante». También advierte que «esta teoría nunca ha sido validada empíricamente, sino que se basa únicamente en especulaciones».[29] 




			Con algunas particularidades específicas, en función del autor de cabecera que sigan, los perpetradores que emplean este enfoque se basan en la categorización de los siguientes factores denominados como «heridas emocionales», y que fueron identificados por Cohen y Nicolosi de la siguiente forma: 




			  




			• La herencia[30]  




			• El temperamento[31]  




			• Las heridas heteroemocionales[32]  




			• Las heridas homoemocionales[33]  




			• Los conflictos con los hermanos[34] o en la dinámica  familiar[35]  




			• Las heridas relacionadas con la propia imagen[36]  




			• Los abusos sexuales[37]  




			• Las heridas sociales[38]  




			• Las heridas culturales[39]  




			• Otros factores, entre los que se incluyen el divorcio,  la muerte, las experiencias intrauterinas, la adopción y el rechazo a la religión 




			 




			Tras leer esta sarta de estupideces sin ningún fundamento científico más allá de la intuición de los autores, cualquiera puede concluir que funciona como una lotería explicativa ex post facto, es decir: enumeran una multitud de circunstancias o sentimientos, y a cada paciente que presenta «sentimientos homosexuales no deseados» le adscriben unas causas relacionadas con ciertos hechos de su vida, ya que la lista de causas es casi tan larga como la de experiencias humanas durante la infancia y adolescencia. 




			Funciona como una suerte de profecía autocumplida o de horóscopo; se identifican tantas causas que es imposible que nadie no haya sentido alguna de ellas. Esto sirve de excusa justificativa para culpar a esta vivencia o sentimiento particular de la orientación sexual que una persona tenga. Y todo ello se hace sin respetar los criterios profesionales ni los consensos científicos en torno a la imposibilidad de modificar la orientación sexual o identidad de género, culpando a dichos factores —que realmente no son causales de la homosexualidad— de condicionar la orientación sexual o la expresión e identidad de género. No plantea la posibilidad de que, justamente, la discriminación y los estigmas sociales que imponen un tipo de masculinidad y de identidad cisheteronormativa son los que producen o pueden producir malestar a las personas LGTBIQ+. 




			Para aplicar este enfoque, los perpetradores, combinan ejercicios de autoayuda, del habla, técnicas centradas en la asertividad, entrenamientos para «saber ligar», hipnosis, reacondicionamiento masturbatorio, sesiones de sexo con personas del género opuesto, terapias cognitivoconductuales (como el EMDR, por sus siglas en inglés), sesiones interpersonales y psicodinámicas, así como múltiples tipos de terapias aversivas. 




			Estas últimas, que consisten en modificar el comportamiento de la víctima aplicando dolor o molestias mientras se la somete a un estímulo determinado, incluyen, entre otras: electroshock generalizado o localizado (generalmente en genitales, torso o manos mientras se expone a la víctima a imágenes homoeróticas), administración de drogas para generar vómitos o convulsiones (como el metrazol o la cafeína y la apomorfina), quemaduras por frío o calor, o la exposición a productos tóxicos (como el amoníaco). 




			También se realizan tratamientos conocidos como «acondicionamiento encubierto», que consisten en obligar a la víctima a imaginar situaciones eróticas mientras se les inducen pensamientos molestos, terroríficos o incluso reacciones físicas adversas, como vómitos. 




			Muchas veces, todo ello es parte de unos procesos de larga duración que se ejecutan en instalaciones donde también se retiene a las víctimas, se las alimenta forzadamente o se las priva de comida; se las obliga a desnudarse en público, se las aísla durante largos períodos de tiempo y se las somete a humillaciones, violencia verbal, física y sexual, incluidas violaciones correctivas. 




			Por último, tenemos los ECOSIEG religiosos o basados en la fe, los cuales están guiados por la premisa de que hay algo inherentemente maligno y moralmente reprobable en la diversidad sexual y de género, recalcando lo negativo de la propia identidad o de las prácticas asociadas a esta. 




			Las soluciones que ofrecen a este «problema» son variadas. Algunas hacen hincapié en que lo desaprobado es el acto, no la tendencia, recomendando la abstinencia sexual de por vida. Otras entienden la diversidad contraria a la cisheteronorma como una adicción, de la que puede salirse siguiendo un proceso dirigido por un consejero espiritual y otros pseudoprofesionales, al estilo de los programas de deshabituamiento de «doce pasos». 




			Las técnicas que se emplean, y que a menudo pueden parecer menos cruentas o viscerales que las anteriores, tienen unas consecuencias físicas y psicológicas de análoga magnitud. Incluyen, por ejemplo, la abstinencia sexual de por vida, sesiones de rezo continuo durante horas, golpes y otros tipos de violencia física durante la oración, privación de libertad y de alimentos dentro de la comunidad religiosa, humillaciones públicas e insultos, práctica de exorcismos y rituales para expulsar el mal, suministro de «preparados sanadores» y aplicación de ungüentos en los genitales. 




			Tanto los enfoques religiosos como los psicoterapéuticos emplean otras técnicas abusivas e intrusivas como la desnudez forzada en sesiones individuales (para aumentar la vulnerabilidad de la víctima) o en grupo (para desestigmatizar y desexualizar los cuerpos), el reparenting (yacer en posición fetal, abrazando el perpetrador a la víctima), la terapia de contacto (a través de abrazos, caricias...) o las técnicas bioenergéticas, que consisten en repetir automáticamente determinadas acciones (dar golpes a objetos) mientras se grita, insulta o se repiten mantras con el fin de «liberar recuerdos y energía almacenada en el cuerpo». 




			En la práctica, los diferentes abusos que se cometen en cada uno de estos enfoques suelen solaparse y complementarse, ya que los perpetradores se apoyan en múltiples argumentos para justificar los ECOSIEG que mezclan lo moral (desvalorando la diversidad sexual y de género), lo pseudocientífico (apoyándose en estudios sesgados que ubican la diversidad en traumas y validan la eficacia de los ECOSIEG) y, últimamente, lo legal (recalcando los derechos del paciente y la libertad de someterse a un tratamiento determinado). 




			 




			
¿Cómo son las «terapias de conversión» en la actualidad? 




			 




			En definitiva, el objetivo de las «terapias de conversión» siempre es modificar, alterar, cambiar, anular, restringir o reprimir la orientación sexual o la identidad o expresión de género de las personas contra las que se dirigen. Todo ello, independientemente de las técnicas empleadas, las justificaciones que aporten los perpetradores, o de las formas en que se materialicen en cada caso concreto. 




			En consecuencia, estaremos ante conductas que promocionan, defienden o publicitan los ECOSIEG, así como ante conductas que facilitan su práctica, en aquellos casos en que se publiquen o difundan mensajes, expresiones, llamamientos o justificaciones que refieran que la diversidad sexual y de género es anormal o incorrecta, que puede corregirse, que la cultura y el lobby LGTBIQ+ está imponiendo una agenda que tiende a la aceptación de una diversidad antinatural (o incluso convirtiendo a personas a «lo LGTB»), o que, de cualquier forma, exprese que la diversidad LGTBIQ+ es elegible o modificable. 




			Esta cuestión es fundamental y debe entenderse en el nuevo contexto que se ha abierto, desde inicios de la década de 2000, con la irrupción de las nuevas tecnologías, la progresiva fiscalización de estas prácticas por parte de la sociedad civil (y en menor medida las autoridades públicas), el aumento de las fake news y los bulos, así como la mejor coordinación entre redes de oposición a los derechos de las personas LGTBIQ+. 




			Conscientes de esta realidad, los proveedores y perpetradores de los ECOSIEG han rediseñado sus prácticas y las vías por las que publicitan y captan a sus víctimas. Así, una miríada de asociaciones estadounidenses y, posteriormente españolas, ultraconservadoras y reaccionarias han readaptado sus páginas webs, sus servicios y sus mensajes para conseguir los siguientes objetivos: 




			 




			• Centrar su argumentario en la libertad de «elegir»  ser cisheterosexual para aquellas personas disconformes con su orientación sexual y/o identidad o  expresión de género.




			• Desinformar sobre la efectividad de las «terapias de  conversión», valiéndose de estudios y publicaciones  científicas presentados de forma engañosa —descontextualizando sus conclusiones o tergiversándolas—, o abiertamente rechazados por la comunidad científica debido a errores de base y metodológicos.




			• Proporcionar servicios de «información» y cursos dirigidos a expandir su argumentario entre sus bases y seguidores, para dotarles de herramientas con las que enfrentar al «lobby LGTB» o a los defensores de la «teoría queer».




			• Emplear profesiones no reguladas, como el coching o el counselling, así como ofrecer servicios abstractos, como el acompañamiento espiritual o las redes de apoyo para progenitores, para perpetrar  «terapias de conversión» impunemente.




			• Valerse de las nuevas tecnologías ofreciendo seminarios o webinars, ponencias, cursos online y foros o aulas privadas de e-learning para contactar con sus víctimas, monitorizarlas, controlarlas y supervisar sus progresos en los itinerarios de «conversión».




			• Servirse de softwares y plataformas de mensajería instantánea cifradas (como Telegram), así como de aplicaciones de contactos (como Grindr, Wapo o Scruff) para contactar a potenciales víctimas desde perfiles falsos. 




			 




			Está, por ejemplo, el caso de Positive Approaches To Healthy Sexuality (PATH), una coalición estadounidense de asociaciones religiosas sin ánimo de lucro fundada por el gurú de los ECOSIEG Richard Cohen, que «creen en los valores tradicionales de la familia basados en principios bíblicos consagrados a través del tiempo», cuyo principal objetivo es «promover la sexualidad saludable y los valores familiares tradicionales». En su página web, la propia organización indica: 




			 




			PATH cree en el derecho del individuo a la autodeterminación, y aboga por la libertad de expresión humana. PATH no suscribe el uso de Terapias de Conversión. Creemos en el derecho del individuo a la autodeterminación. Igualdad, Tolerancia y Diversidad para todos los puntos de vista de la sexualidad e identidad de género. Richard Cohen, M.A. [el fundador y director], ha practicado Terapias de Orientación Sexual. Nunca ha practicado ni suscrito las Terapias de Conversión.[40] 




			 




			Por otro lado, está la conocida Alliance for Therapeutic Choice and Scientific Integrity (ATCSI), que es la heredera de la organización ultrarreligiosa National Association for Research and Therapy of Homosexuality (NARTH), fundada por algunos de los «profesionales» más influyentes en el discurso «proterapias de conversión»: Joseph Nicolosi, Benjamin Kaufman y Charles Socarides. En 2014, NARTH publicó un vídeo relanzando y expandiendo su misión bajo el nombre de ATCSI, y definiendo su objetivo: 




			 




			Garantizar el derecho de las personas a contratar servicios de un terapeuta que respete sus valores, abogar por la integridad y la objetividad en la investigación de las ciencias sociales y garantizar que las personas que experimentan atracciones homosexuales no deseadas (hacia personas del mismo sexo) dispongan de una asistencia profesional competente.[41] 




			 




			Esta asociación, al estilo de Abogados Cristianos en España, además de ofrecer formaciones y recursos para profesionales de la salud y fieles,[42] realiza estrategias de litigación para frenar la implementación de las leyes que prohíben las «terapias de conversión» en Estados Unidos,[43] así como la edición de una publicación aparentemente académica titulada The Journal of Human Sexuality. 




			Pero hay otras agrupaciones que comparten este enfoque renovado y que han reproducido los perpetradores y promotores de ECOSIEG españoles: Addiction and Recovery, American College of Pediatricians, Courage, Exgay Calling, Family Watch International, Homosexuals Anonymous, Institute for Healthy Families, Parents and Friends of Gays and ExGays, Joel 2:25 o el Jewish Institute for Global Awareness. 




			En enero de 2022, el informe de Global Project Against Hate and Extremism publicó un estudio muy completo en que analizaba los mecanismos y las redes de promoción de los ECOSIEG y de captación de víctimas a través de desinformación en internet y de plataformas y redes sociales. En concreto, identificaron que tanto Google como Bing y Facebook no aplican sus algoritmos para minimizar el impacto y el alcance de los actores que promocionan y ofrecen «terapias de conversión», sin hacer efectivos sus estándares de protección en cuanto a desinformación sobre contenidos perjudiciales para los usuarios. 




			Asimismo, y operando de forma complementaria a los grupos reaccionarios religiosos antes mencionados, también han proliferado en Estados Unidos redes y agrupaciones de «feministas» críticas con el género o transexcluyentes (popularmente conocidas como TERF, por las siglas en inglés de trans exclusionary radical feminists), que promocionan la práctica de «terapias de conversión» a menores y personas trans para forzarles a aceptar la identidad de género que «les ha sido socialmente impuesta», además de dar consejos a familiares y terapeutas sobre cómo ofrecer un «tratamiento apropiado» a menores que cuestionan su identidad de género. Entre estas redes internacionales destaca Genspect en Estados Unidos, una alianza de ONG de distintos países que se posicionan en contra de tratamientos afirmativos del género a menores y jóvenes, y que busca ofrecer alternativas para «evitar el desarrollo de rechazo al género propio». 




			Esta red de promotores de ECIEG —es decir, «terapias de conversión» de identidad o expresión de género— también se integra con otras agrupaciones como: Detrans Voices, LGB Alliance, Gender Exploratory Therapy Association, 4th Wave Now, Society of Evidence-based Gender Medicine, Transgender Trend, Gender Dysphoria Support Network o Sex Matters. 




			Estos discursos, tanto el radical religioso como el «feminista» tránsfobo, y este nuevo enfoque han permeado y se han instaurado en España, fomentando la aparición de los individuos, grupos, profesionales y plataformas que veremos en el siguiente capítulo. Todos ellos han dejado de centrar su discurso en la «conversión» para defender su labor como guía y apoyo a personas con «orientación sexual, identidad y/o expresión de género no deseadas» para que recuperen sus identidades completas, aprendan a vivir reprimiendo su deseo sexual o su identidad, o acepten forzadamente la identidad y el cuerpo que socialmente se les impone. 




			Este nuevo enfoque los convierte en actores camaleónicos muy peligrosos, ya que renombran sus servicios, modifican sus estrategias de comunicación y adaptan su mensaje a un discurso más legalista centrado en la «libertad individual», en los «derechos de los progenitores» o en los «derechos del niño», que cuesta más identificar, investigar y enjuiciar. 




			Además de maquillar su mensaje, actualmente han tejido redes de contactos y apoyo económico para compartir sus métodos y argumentos de manera global. Entre todos ellos, más allá de desinformar y producir daños graves a las víctimas, han conformado grupos de presión para limitar los esfuerzos legislativos de los Estados en la aprobación de la legislación progresista y para bloquear la aplicación de las normas en vigor a través del empleo de técnicas de lawfare.[44] Este concepto hace referencia a las estrategias de impacto que se aprovechan de un marco legal determinado para impulsar una agenda política concreta a través de los tribunales. 




			Más adelante veremos cómo estos discursos se refuerzan y apoyan para pasar de la invisibilización y desinformación sobre la diversidad sexual y de género, a la «defensa de la libertad» para dejar de ser homosexual, la posibilidad de «reparar» la identidad o las heridas emocionales, o la de «adoptar un estilo de vida sano y normal». 




			 




			
Las «terapias de conversión» como un fenómeno global 




			 




			En julio de 2020, el IE SOGI publicó un informe sobre los ECOSIEG tras más de un año de investigaciones, llegando a la conclusión de que «existen pruebas concluyentes de que las «terapias de conversión», incluidas sus formas más atroces, se dan en todos los rincones del mundo», así como que hay una clara «falta de interés de algunos Estados por participar en un proceso diseñado para dar respuesta a un problema que causa daños profundos en millones de personas que se encuentran en sus jurisdicciones».[45] 




			Otras organizaciones apuntan lo mismo en este sentido, aportando datos más específicos sobre la extensión de estas prácticas. El Consejo Internacional para la Rehabilitación de las Víctimas de la Tortura (IRCT, en inglés) ha recopilado información clara sobre la perpetración sistemática de estas prácticas en, por lo menos, 68 países.[46] 




			Con análogos resultados, la organización OutRight Action International realizó un estudio con una muestra de 489 personas LGTBIQ+ de un total de ochenta países. En esta publicación, un 54 % de los encuestados indicaron que las «terapias de conversión» eran comunes o muy comunes en sus países de origen; mientras que un 57 % afirmó conocer a alguna víctima de los ECOSIEG. 




			Estos datos coinciden, en líneas generales, con los arrojados por la británica LGBT Foundation, en cuyo reciente estudio —en el que 5.820 participantes de más de cien países respondieron a la pregunta de si existían «terapias de conversión» en su país de origen— un 31,80 % de los encuestados afirmaron que en su país se practicaban ECOSIEG, mientras un 21,70 % indicaron que estas prácticas posiblemente tenían lugar en su Estado natal. 




			A nivel nacional, podemos ver datos que difieren en las cifras, pero que en todo caso señalan la transversalidad y globalidad de esta violencia. Según un estudio realizado en 2019 en Estados Unidos, se estima que 698.000 adultos habrían sido víctimas de los ECOSIEG, 350.000 de los cuales las habrían sufrido durante su adolescencia. Además, el Williams Institute calcula que, al año, 16.000 menores entre los trece y los diecisiete años son sometidos a «terapias de conversión» en Estados Unidos por un profesional de la salud con licencia antes de alcanzar la mayoría de edad, y 57.000 sufren el mismo destino de manos de consejeros religiosos o espirituales. 




			A raíz de los trámites parlamentarios seguidos en Canadá para criminalizar los ECOSIEG, la Canadian Medical Association publicó un estudio en 2019 ofreciendo datos sobre la magnitud de esta violencia en dicho país. En concreto, este afirma que «las «terapias de conversión» se producen tanto por profesionales colegiados como por personas sin habilitación profesional, llegando a afectar hasta al 10 % de las personas 2SLGBTQ+ [es decir, lesbianas, gais, bisexuales, transexuales, queer y berdache o dos espíritus]».[47] Estos datos fueron obtenidos de una encuesta realizada entre 2019 y 2020 a un total de 9.214 personas 2SLGBTQ+, de las cuales casi 1.000 reportaban haber sido sometidas a los ECOSIEG en iglesias, campamentos, conferencias, chats en línea, grupos de oración, consultorios de asesores regulados y no regulados, e incluso consultas médicas. 




			Este dato empeora, por ejemplo, en Colombia. Según un reciente estudio del Williams Institute, una de cada cinco personas LGTBIQ+ colombianas (en concreto, un 21 %) afirman haber «recibido tratamientos para cambiar su orientación sexual o para forzarles a identificarse con su género asignado al nacer». No solo eso, sino que este estudio destaca que las personas bisexuales son las más afectadas por estas prácticas, reportándose un 25% de mujeres bisexuales supervivientes de los ECOSIEG y un 21 % de hombres. En el reportaje, realizado por la ONG Volcánicas, se pueden leer testimonios de primera mano de víctimas colombianas donde narran cómo fueron sometidas a ayuno forzado, a realizar actos de afecto y sexuales con personas del género opuesto, sesiones de espiritismo, terapias de asertividad y situaciones de control extremo. 




			No debemos olvidar, en todo caso, que, a enero de 2022, las relaciones sexuales consentidas entre adultos del mismo género siguen estando criminalizadas en 71 jurisdicciones.[48] En concreto, en setenta y siete Estados, en otro país donde se persiguen de facto y en tres jurisdicciones subnacionales de otros tres Estados. El hecho de que estas conductas estén criminalizadas y abiertamente perseguidas por las autoridades implica que directamente el Estado promociona, y en muchas ocasiones establece como pena a la comisión de «actos contra natura», el internamiento forzado o la obligación de pasar por «terapias de conversión». 




			En esta línea, actualmente, las autoridades médicas, judiciales, policiales y gubernamentales de países como Filipinas,[49] Malasia[50] o Indonesia,[51] Túnez[52] o Dominica,[53] mantienen la consideración de las identidades LGTBIQ+ como enfermedades y patrocinan abiertamente programas de conversión para la ciudadanía LGTBIQ+, así como para los familiares preocupados por sus hijos y por el honor de la familia. 




			En el caso de los Esfuerzo de Cambio de la Identidad o Expresión de género (conocidos como ECIEG), es decir, las «terapias de conversión» dirigidas a personas trans o personas no conformes con el género, su prevalencia es mayor y está mucho más normalizada. Ello se debe a que la patologización de las identidades trans es, desgraciadamente, la norma en la actualidad. Las personas trans o no conformes con el género están abocadas (en la gran mayoría de países que permiten la modificación registral del marcador de género) a tener que superar entrevistas médicas y psicológicas donde se pone en cuestión y han de probar su identidad, así como se medicaliza su existencia de forma continua. Ello las expone a un mayor riesgo de toparse con este tipo de prácticas, dado que estos Estados obligan a la fiscalización y control de las disidencias de género. 




			Ello se debe a que —excepto en una minoría de países (quince países y regiones de otros dos) que han reconocido en sus sistemas legales la autodeterminación del género como principio para modificar registralmente los marcadores de género/nombre—, es obligatorio que las personas trans deban interactuar con profesionales clínicos —ser evaluades, diagnosticades y prescrites ciertos tratamientos hormonales o quirúrgicos— para poder optar a ver su identidad de género legalmente reconocida. Esto, por tanto, incrementa su exposición a potenciales ECIEG. 




			Los datos lo demuestran claramente. Así, por ejemplo, la Encuesta Nacional LGTB del Gobierno británico reporta que el doble de personas trans que de personas cisgénero sufren ECOSIEG. En la misma línea, otras publicaciones científicas, concluyen que un 20 % de las personas trans que hablan con algún profesional de la medicina sobre su identidad de género son expuestas a estas prácticas; así como que las personas trans tienen el doble de probabilidad, que las personas cisgénero, de ser forzadas a someterse a «terapia de conversión». 




			Podemos remitirnos, a título de ejemplo, al reciente estudio de la Ozanne Foundation y a otro realizado en Reino Unido y publicado en 2020. En este, se encuestaron a cuatrocientas cincuenta personas cuya identidad de género no coincidía con la asignada al nacer, y entre las que se hallaban ciento setenta encuestades no binaries. 




			De todas las personas encuestadas, casi un 20 % (ochenta y siete personas) reportaron que alguna vez en su vida les habían ofrecido servicios de «terapia de conversión», y un 11 % (cincuenta y una personas) confirmaron que también habían sido sometidas a estas prácticas. De estas, casi la mitad (un 49 %) las comenzaron cuando eran menores, y un 75 % de les encuestades tenían menos de veinticuatro años. Entre los abusos sufridos, declararon haber sido sometides a graves actos de violencia física y sexual, insultos, aislamientos, palizas, alimentación forzada o privación de alimentos, violaciones correctivas y desnudez forzada. 




			En España, desgraciadamente, no hay datos públicos sobre la práctica de «terapias de conversión». Al carecer, a marzo de 2022, de una ley de protección de las personas LGTBIQ+, el Estado no tiene obligaciones estadísticas con respecto al diseño, financiación, desarrollo y publicación de estudios sobre las violencias específicas que sufrimos. Por tanto, es imposible arrojar una cifra, más allá de las que aporto en el siguiente capítulo de este libro, que deriva de los testimonios de víctimas y de investigaciones propias. 




			Sin embargo, de acuerdo con los datos disponibles —que están limitados por la ausencia de datos oficiales globales y por la inexistencia de investigaciones sistemáticas—, los ECOSIEG se presentan como un problema global que, como veremos en las siguientes páginas, no está siendo abordado de una forma seria por nuestro Estado y, lamentablemente, gozan de impunidad generalizada. 




			 




			
¿Cómo se clasifican los ECOSIEG siguiendo un enfoque de derechos humanos? 




			 




			Es imprescindible ubicar las «terapias de conversión» en el discurso de los derechos humanos por dos razones. Por un lado, pone el foco en las víctimas y en los abusos sufridos por ellas a manos de terceros, dejando de lado las teorías o explicaciones con las que cada perpetrador justifica sus conductas. 




			Por otro lado, y quizá mucho más importante, el discurso de los derechos humanos no solo evidencia los daños sufridos por las víctimas, sino que también destaca las responsabilidades de los Estados al no garantizar sus derechos humanos, así como al contribuir a la impunidad con su inacción. 




			Las obligaciones de los derechos humanos son compromisos adquiridos por los Estados con respecto a las personas bajo su jurisdicción. Ello implica, a pesar de la falsa creencia de que estas obligaciones vinculan a los particulares, que solo se puede exigir responsabilidad a los Estados por violaciones de derechos humanos. 




			En principio, jurídicamente, los efectos dañinos de las «terapias de conversión» se traducen directamente en lesiones a los derechos que son inherentes a todas las personas, como el derecho a la integridad física o a no ser discriminado. Sin embargo, para que estas conductas puedan ser etiquetadas de «violación de derechos humanos», han de atribuirse previamente a un Estado. 




			Las normas de derechos humanos forman parte del derecho internacional. Están recogidas en tratados internacionales que firman y ratifican los Estados, donde se comprometen a no violar tales derechos, así como a garantizarlos y a prevenir la comisión de violaciones a la vez que a investigar y enjuiciar las violaciones producidas. Por tanto, cuando hablamos de violaciones de derechos humanos, en realidad nos referimos a la responsabilidad de los Estados por el incumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. 




			Tradicionalmente, se entiende que muchas obligaciones internacionales en materia de derechos humanos acarrean una doble vertiente respecto a los deberes estatales: la negativa —es decir, el deber de abstenerse de interferir en el ejercicio, goce y disfrute de un derecho— y la positiva —que puede ser tanto sustantiva como procesal y que imponen, respectivamente, la obligación de garantizar y proteger estos derechos a través de, por ejemplo, políticas públicas, así como el deber de prevenir e investigar eficazmente las lesiones que se ocasionen a los mismos, ya sean actores públicos como privados. 




			Entonces ¿cómo se puede responsabilizar a los Estados por conductas como las «terapias de conversión»? Pues bien, la vinculación con el Estado sobre la conducta que produce la lesión de un derecho humano concreto se puede dar de varias formas. La forma más común de atribuir responsabilidad a un Estado por violaciones de derechos humanos es cuando estas se producen por acciones u omisiones de autoridades y funcionarios públicos que actúan en el marco de sus funciones. 




			En cuanto a los individuos privados, a priori y con ciertas salvedades, sus conductas delictivas o lesivas en derechos humanos no implicarían una violación de estas obligaciones internacionales. Para poder atribuirle al Estado responsabilidad sobre estos hechos, es necesario demostrar que tales particulares ejercían potestades públicas —por ejemplo, educadores o profesionales de la salud privados— con el permiso, la connivencia o la aquiescencia del Estado. 




			Este punto es fundamental para la atribución de responsabilidad a los Estados por la realización de «terapias de conversión», si tenemos en cuenta que en al menos treinta Estados se ha registrado que los ECOSIEG son perpetrados o apoyados por instituciones privadas en el ejercicio de funciones o potestades públicas. 




			Además, conviene destacar que, aunque no se le pueda atribuir una conducta privada a un Estado, este siempre será responsable de no haber garantizado la vertiente positiva de tal derecho si no ha prevenido que se cometiera tal lesión o si, a posteriori, no investigó eficazmente los resultados de estas terapias. 




			Por tanto, las conductas de individuos actuando en su esfera privada —padres, pastores, guías espirituales o coaches— podrían eventualmente determinar responsabilidad estatal. Todo ello, sin ignorar las responsabilidades penales, administrativas, civiles o disciplinarias en las que incurrirían los autores y partícipes particulares. 




			 




			
¿Los ECOSIEG como distintas violaciones al derecho a...? 




			 




			Diversos organismos internacionales se han pronunciado sobre la naturaleza de los ECOSIEG bajo el derecho internacional de los derechos humanos, calificándolos de violaciones al derecho a la no discriminación, al derecho a la salud, a la identidad personal —especialmente en el caso de niños y adolescentes—, a la integridad física y psicológica, a no ser sujeto a torturas, e incluso, en los supuestos más extremos, a la vida. 




			El derecho a la no discriminación —también conocido como prohibición de discriminación— es un derecho que aparece reconocido en todos los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos. Esta obligación de no discriminación tiene dos facetas: por un lado, opera como un principio que ha de guiar la garantía y protección del resto de derechos; por otro, es un derecho autónomo que se infringe cuando se producen diferencias de trato no justificadas en la aplicación de cualquier normativa, sobre la base de la pertenencia de la víctima a un grupo determinado, por la orientación sexual, de raza o sexo, entre otros. 




			En lo relativo a los derechos de las personas LGTBIQ+, otros estándares internacionales como los Principios de Yogyakarta hacen especial énfasis en el derecho a la igualdad y no discriminación como principios básicos que los Estados han de garantizar y que fundamentan el resto de los derechos de las minorías sexuales y de género. 




			Por su esencia y por la motivación que persiguen, las «terapias de conversión» afectan de lleno a este derecho. Sucede así porque estas prácticas están dirigidas a un grupo concreto de personas identificadas únicamente por su orientación sexual e identidad o expresión de género, con el objetivo específico de modificarlas, cosa que no sucede con las identidades normativas (cisheterosexuales). 




			El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (CCPR, en inglés), en su 6.º Examen Periódico Universal a Ecuador, indicó que la prohibición de discriminación incluye el deber de erradicar los tratamientos para curar la identidad sexual o de género. En concreto, remarcó que los Estados están obligados a erradicar estas prácticas, investigar y sancionar a los responsables y otorgar reparación integral a las víctimas. Esta afirmación está en línea con lo ya manifestado en 2015 por el mismo organismo con respecto a Corea del Sur, cuando señaló que «el Estado no [puede] tolerar ninguna discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género, entre las que se incluyen la propagación de las denominadas “terapias de conversión”».[54] 




			Asimismo, en el año 2016, este organismo de Naciones Unidas también se pronunció sobre esta misma cuestión, esta vez respecto a Namibia. Hizo especial énfasis en las «violaciones correctivas» que se perpetran por individuos privados y por autoridades contra mujeres lesbianas debido a su orientación sexual. En este caso, destacó que este tipo de violencia lesiona, entre otros, el derecho a la no discriminación. 




			Por otro lado, el derecho a la salud[55] es uno de los llamados «derechos humanos de segunda generación» —dentro de los derechos económicos, sociales y culturales—, y consiste en el deber de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. Esta naturaleza hace que no lo encontremos en ciertos tratados de derechos humanos más antiguos, como el Convenio Europeo de Derechos Humanos, ni en aquellos centrados en los derechos civiles y políticos, o derechos de primera generación. Aun así, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, este derecho se integra y se proyecta sobre el derecho a la vida, a la integridad personal o a la vida privada. 




			En cuanto a la relación de la salud (en sus múltiples facetas) con las «terapias de conversión», el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas (CESCR, en inglés) se pronunció ligándolo al derecho a la no discriminación. En 2016, señaló que la no discriminación, en el contexto del derecho a la salud sexual y reproductiva, abarca el derecho de todas las personas a ser plenamente respetadas por su orientación sexual, identidad de género o características sexuales. 




			También cargó duramente contra los Estados que patologizan las identidades no cisheterosexuales y que permiten, o incluso obligan, que estas personas se sometan a tratamiento. Así, en su Observación General n.º 22, indicó que «las normas que disponen que las personas LGTBI sean tratadas como enfermos mentales o psiquiátricos, o sean “curadas” mediante un “tratamiento”, constituyen una clara violación de su derecho a la salud sexual y reproductiva».[56] 




			Por otro lado, el Comité de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CRDP, en inglés) también se ha manifestado sobre los ECOSIEG, ligando la salud con el derecho a la integridad personal. 




			Este organismo, en sus observaciones de finales de 2018 sobre Polonia, afirmó que las «terapias de conversión» practicadas a población LGTBIQ+ sobre la base de una «supuesta deficiencia psicosocial» lesionan gravemente estos derechos. 




			En tercer lugar, la prohibición de tortura,[57] también conocida como el derecho a estar libre de torturas, es una de las normas de derecho internacional por antonomasia. Esta prohibición está tan extendida y arraigada en el derecho y en la práctica internacional que es considerada una de las pocas normas incluidas en la costumbre internacional y, por tanto, aceptada por toda la comunidad internacional independientemente de que un país en concreto no lo criminalice. Además, esta prohibición es de carácter absoluto y tiene naturaleza de ius cogens, lo cual significa que es una norma inderogable, por lo que siempre debe cumplirse independientemente del contexto geopolítico o civil de cada Estado. 




			Históricamente, los organismos internacionales han usado este derecho para referirse a las «terapias de conversión» como violaciones de los derechos humanos. Todo ello a raíz del clamoroso caso de Ecuador, que sirvió de catalizador para que las instituciones y los organismos internacionales tomaran conciencia de la gravedad de los ECOSIEG. 




			La sociedad civil ecuatoriana ya venía documentando que, desde la década de 1970, se ejecutaba una práctica estatal sistemática que consistía en internar en instituciones públicas a personas LGTBIQ+, principalmente mujeres, para someterlas a insultos, humillaciones, mala alimentación, golpes, descargas eléctricas, e incluso a «violaciones correctivas». 




			Esta situación saltó a la palestra internacional en mayo de 2008, cuando el periódico El Universo publicó un reportaje-denuncia en que afirmaba, con el testimonio de las víctimas, que en Ecuador operaban ciento cuarenta clínicas de rehabilitación con permisos públicos, donde los familiares internaban a la fuerza a sus jóvenes LGTBIQ+, que eran sometidos a torturas por parte de funcionarios sanitarios que se proponían «curarles».[58] 




			Debido a la escala y la gravedad del entramado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y Naciones Unidas criticaron duramente a este Estado por permitir y, en algunos casos, directamente controlar estas prácticas. Las trescientas sesenta y una clínicas que fueron identificadas entre los años 2005 y 2014 estaban controladas por extremistas religiosos y contaban con autorizaciones del Ministerio de Salud o de otras agencias estatales. 




			A pesar de la alarma social y de las campañas de denuncia, en 2017 solo se habían judicializado seis casos y se había condenado a los responsables de una sola clínica a diez días de prisión y una multa de seis dólares. Sin embargo, desde 2012, se habían aplicado sanciones administrativas para este tipo de «centros de rehabilitación» y, en 2014, las «terapias de conversión» se criminalizaron con hasta diez años de cárcel. 




			En la actualidad, lejos de haberse solucionado, la respuesta de Ecuador no ha sido integral y todavía se siguen practicando ECOSIEG en clínicas de deshomosexualización a lo largo del país. 




			Pese a todo, el caso de Ecuador permitió introducir en la agenda internacional el análisis de estas prácticas desde una óptica de derechos humanos. Así, progresivamente, el Relator Especial sobre la Tortura comenzó a introducir apartados en sus informes sobre las «terapias de conversión» como prácticas idóneas para realizar conductas susceptibles de ser consideradas tortura. 




			Pero no fue hasta su informe de 2019 cuando se especificó claramente que las «terapias de conversión» son constitutivas de tortura o de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes por varias razones: el dolor o sufrimiento grave que conllevan; la falta de justificación médica y de consentimiento libre e informado al respecto; y el fundamento discriminatorio sobre el que se asientan este tipo de «terapias». 




			Esta crueldad y falta de humanidad de los ECOSIEG no solo deriva de las lesiones que se producen, sino que se plasma en su propia forma de funcionar. Tienen una relación de poder asimétrico en el que el «convertidor» se prevale de la vulnerabilidad, el deseo de cambio y el autoodio de la víctima, allanando el camino para lesionar gravemente sus derechos humanos. Así, el Experto Independiente de Naciones Unidas sobre Orientación Sexual e Identidad de Género entiende que cualquier «“terapia de conversión” implica, por su misma naturaleza, un trato cruel, inhumano y degradante».[59] 




			En este mismo sentido, el Alto Comisionado de Derechos Humanos afirmó en 2015 que la obligación de proteger a todas las personas LGTBIQ+ contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes incluye prohibir, prevenir e investigar las «terapias de conversión» en todos los contextos en que haya control estatal. Además, también enfatizó que esta obligación de proteger a la población LGTBIQ+ se extiende a los casos en que las autoridades no previenen, investigan, persiguen ni castigan las «terapias de conversión», independientemente de si fueron perpetradas por actores públicos o privados.[60] 




			Además, en su reciente informe de marzo de 2020, el Relator Especial sobre la Tortura se ha pronunciado sobre los ECOSIEG y la tortura psicológica.[61] Con él ha manifestado que, como las «“terapias de conversión” suelen entrañar intentos sumamente discriminatorios y coercitivos de controlar o “corregir” la personalidad, el comportamiento o las decisiones de la víctima y casi siempre infligen dolores o sufrimientos graves», estas prácticas equivaldrían a tortura, aunque no implicaran lesiones físicas. 




			Esta afirmación es sumamente importante dado el nuevo enfoque que han seguido los ECOSIEG, alejado de las intervenciones físicas y corporales. En este informe, el Relator Especial enumera como métodos de tortura varias técnicas que se aplican en los ECOSIEG religiosos o psicoterapéuticos, como el trato despectivo, la humillación personal y sexual, la exposición a detalles íntimos de la vida privada, la desnudez o la violación de tabúes culturales o sexuales. 




			Finalmente, es necesario mencionar los derechos del niño, dado que un elevado porcentaje de las víctimas de los ECOSIEG lo fueron durante su niñez o adolescencia. 




			En el derecho internacional de los derechos humanos se otorga un valor primordial al «interés superior del niño» a la hora de analizar las obligaciones de los Estados para garantizar el disfrute de sus derechos, tanto en la esfera pública como en la privada. El Comité de los Derechos del Niño (CRC, en inglés) ya señaló (en su Observación General n.º 14 de 2013) que la Convención garantiza el derecho a preservar la identidad y que, dado que los niños no son un grupo homogéneo, su identidad abarca características como la orientación sexual. Es decir, la diversidad sexual y de género debe tenerse en cuenta al evaluar su interés superior. Además, el interés superior del niño también requiere que se respete su seguridad, es decir, su derecho a la protección contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, acoso sexual, presión ejercida por compañeros, intimidación y tratos degradantes. 




			En concreto, los ECOSIEG revisten todas las características para, por lo menos, ser considerados un tipo de violencia mental, prohibida por el artículo 19 de la Convención. Así, el Comité entiende que esta violencia mental abarca cualquier forma de relación perjudicial persistente con el niño —hacerle creer que no vale nada o que no es amado—, asustarlo, desdeñarlo, rechazarlo, desatender sus necesidades afectivas, menospreciarlo o humillarlo. Más explícitamente, este organismo ha condenado los «tratamientos» mediante los cuales se pretende cambiar la orientación sexual de un menor, recalcando que todos los adolescentes tienen derecho a la libertad de expresión y a que se respete su integridad física y psicológica, su identidad de género y su autonomía emergente. 




			Por tanto, tal como resume el IE SOGI, la imposición de «terapias de conversión» a los niños contraviene las obligaciones que tienen los Estados de protegerlos de la violencia, las prácticas nocivas, los tratos crueles, inhumanos o degradantes y la tortura, a respetar su derecho a la identidad, la integridad física y psicológica, la salud y la libertad de expresión, y a defender en todo momento el principio que establece que el interés superior del niño debe ser una consideración primordial. 




			 




			
¿Qué dice la ciencia sobre las «terapias de conversión»? 




			 




			En el año 2007, la Asociación Americana de Psicología decidió reunir a un grupo de trabajo con el objetivo de actualizar las guías sobre las respuestas terapéuticas apropiadas en relación con la orientación sexual en vigor en aquel momento, que databan de 1998. El objetivo, además de buscar cómo trabajar con clientes que remitieran un deseo de modificar su orientación sexual, radicaba en recopilar y analizar toda la información disponible para ofrecer una respuesta a las crecientes «terapias de conversión» que proliferaban en varios países, y especialmente en Estados Unidos. 




			Este grupo de trabajo concluyó su investigación en 2009, que luego publicó en un informe muy extenso e interesante centrado en el análisis de la eficacia de estas prácticas, así como de sus efectos y consecuencias. La Asociación Americana de Psicología revisó un total de cincuenta y cinco estudios empíricos de entre 1960 y 2007, previamente cribados a partir de ciertos criterios —como haber sido revisados por pares o publicados en bases de datos académicas— para garantizar que cumplieran con ciertos requisitos de veracidad.[62] 




			Entre los estudios analizados se incluyeron los que suelen usar los defensores de las «terapias de conversión» en España (como los de Nicolosi et al. [2000], Schaeffer et al. [2000], y Spitzer [2003]). La principal conclusión a la que llegó el grupo de trabajo de la Asociación Americana de Psicología fue que «la baja calidad de las investigaciones sobre “Esfuerzos de Cambio de Orientación Sexual” es tal, que las afirmaciones sobre su eficacia y aplicabilidad generalizada deben verse con escepticismo». Destacaba, específicamente, que «hay pocas pruebas creíbles que puedan aclarar si estas prácticas funcionan o no».[63] 




			Aunque pueda parecer un poco denso, es fundamental que ahora indique cuáles son los problemas metodológicos identificados por la Asociación Americana de Psicología en estos estudios, para que, de ahora en adelante, cualquier lector conozca qué parámetros determinan la inexistencia de rigor científico en los estudios que avalaban las «terapias de conversión». 




			La Asociación Americana de Psicología destacó que ninguno de los estudios revisados permitía hacer afirmaciones causales sobre la capacidad de los ECOSIEG de modificar la orientación sexual, por las siguientes razones: 




			 




			• La existencia de limitaciones en el diseño interno de los propios estudios, que no contaban con grupos de control, ni seleccionaban la muestra aleatoriamente (puesto que muchos eran captados a través de redes de contactos parroquiales y religiosos, con predisposición contraria a su orientación sexual), ni hacían seguimiento de los resultados a largo plazo. 




			• Una elevada tasa de abandono por parte de sujetos incluidos inicialmente en las muestras, así como muchas negativas por parte de los sujetos a someterse a posteriores evaluaciones de su orientación sexual en el marco de dichos estudios. 




			• El hecho de que los resultados arrojados por estos estudios se obtenían a través de procedimientos retrospectivos sin ningún control. Es decir, en estas publicaciones se pedía a los sujetos que, una vez expuestos a los ECOSIEG, informaran sobre los sentimientos, las creencias y los comportamientos que tenían antes de someterse a los ECOSIEG,  y que, a la vez, informaran sobre estos mismos puntos en la fecha en que se realizó el estudio. Por tanto, el cambio en la orientación sexual se midió  comparando su evaluación actual con la evaluación de su situación en el pasado a través de sus recuerdos, sin haber recogido esta información en momentos previos a someterles a las «terapias». 
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